
Consulta No. 74

7 de abril de 1997.

Licenciado
NESTOR MORENO
Director Ejecutivo de la
Comisión Bancaria Nacional
E. S. D,

Señor Director:

En cumplimiento de nuestras fulciones como Asesores de los funcionarios de

la Administración Rjblica, nos permitimos ofrecer contestación a la Nota CBN-AL-
22'7-9't, calendada 6 de marzo del año que decurre, en la cual tuvo a bien elevar

consulta a este Despacho, relacionada con la inte¡p¡etación del a¡tículo 3 del Decreto

de Gabinetc No.41 de 13 de febrero de 1990, por el cual se dictan medidas

administrativas pam prevención y sancióI de operaciones bancarias, con fondos

provenientes de actividades ilícitas relacionadas con droga y se otorgan l¡cultades a la

Comisión Bancaria Nacional para tal efecto.

Co¡c¡etamente se nos consulta lo siguiente.

"Con el fin de ate¡rde¡ consultas planteadas ante esta

Comisión por entidades bancarias de la localidad,

relacionadas con la facultad de la Comisión Bancaria

Nacional para verificar coritroles antilavado de dinero,

solicitamos su opinión en torno al alcaoce del artículo 3

del decreto de Gabinete No.4l de 13 de febrero de 1990

Esta Comisión mantiene el crite¡io de que tanto (sic)

Artículo, como las modificaciones introducidas al

Decreto de GabiDete No.4l de 1990 por \a l-ey 46 de 17

de noviembre de 1995, otorga facultades amplias a la

Co¡nisión Bancada Nacional para examinar, dentro del

marco de una inspección para verificar controles

anrilavado, r.locumen¡os y lransacciones que permitan

determinar si la entidad en cuestión cumple con las

normas adoptadas para prevenir el uso indebido de los

se¡vicios bancarios".



Antes de entrar al análisis de fondo del punto objeto de su Consulta, nos
permitimos hacer un esbozo de los instrumentos legales y ¡eglam€ntarios que han

regulado esta mater:n (controles de antilavado), en nuestro o¡denamiento jurídico.
Veamos:

POLÍTICA NACIONAL CONTM EL LAVADO DE DINERO
PRODACTO DEL NARCOTMFICO

La Comisión designada por el Presidente de la República, DR. ERNESTO
PÉREZ BALLADARES, mediante Decreto Ejecutivo No.473 de 27 de sepriembre de

1994, promulgado en Ia Gaceta Oficial No.22,637 de 5 de octubre de 1994, a fin de

que estudiara y propusiera al Gobierno una política nacional para combatir el
problema del lavado de dinero producto del narcotráfico en el territorio de la

Rcpública, se identifica plenamente con las consideraciones expuestas en el Decreto
nominativo, en las qus se reconocen los efectos negativos que causa en la sociedad el

lavado de dinerc, producto del tráRco intemacioml de drogas, en el cual participan
personas jurídicas así como ciudadanos nacionales y extranjeros establecidos en el
territorio nacional.

El coNiderando de ese Dec¡eto, nos dice:

"Que es de dominio público los efectos negativos que

causa a la economía nacional, el lavado de dinero
producto del narcotráfico internacional de drogas, en el
cual participan personas jurídicas panameñas,

ciudadanos nacionales y extranjercs, establecidos en el
territo¡io nacional.

Que este gobierno de concertación nacional esta

empeñado en llevar a cabo u¡ra lucha sin tregua contra el
narcotráfrco en todas sus dimensiones y muy
específlcamente contra el lavado de dinero producto de

dicha actividad ilícita.

Que la secuela de las actividades del na¡cotráfico
intemacional de drogas, acarrea para el Estado una deuda

social que no sólo afecta gravemente a los estmtos más

humildes de la población, sino que en la actualidad, se

¡efleja en las diversas esferas sociales del país."

Vemos asi, la decisión firme del Gobiemo de crear las instituciones
necesarias pam iniciar la lucha contra el delito de lavado de dinero, situación que

motiva de manera particular a la Comisión Presidencial a desa[ollar una lucha sin
tregua conha el narcotráfico, en todas sus dimensiones, especialmente contra el
lavado de dinero.



La dirigencia dc la Comisión Presidencial de Alfo Nivel, sostienc y señala que
el di¡rero es ulr inst¡umento inp¡esciudible para el desalrollo de toda actividad
coD'lercial legítima, pero es un factor de igual o mayor. impo¡tancia para cl éxito
de las actividadcs ilícitas, particulannente aquel di¡rero proveniente de las gitnancias
dcrivadas de actividades vinculadas al |arcotráfico. Por ello, resulta imprescindiblc
intcrrunpil cl flujo del dinero ilÍcita¡nente obtenido de tales actividades. Asr¡Drsrrro.
sostuvo esta Alta Comisión, que la República de Panamá compartre con el resto dc la
comuDidad intelnacional la lamentable rcalidad que representa el problema del lavado
de djnero, cuya solucióD e¡ muchos aspcctos no depende exclusivamente de su
voluntad, y que continua¡á reprcsentando u¡ g¡ave peligro hasta tanto se logre reducit
el consumo de droga local e i¡ternacionalmente. AdvierteD, de igual manera, cou
suma preocupación, el peligro que ¡epresenta pala la República y para su integridad
¡acioral, la posibilidad de que a través de los mecanismos provenientes del
mrcotráfioo, manos criminales adquieran enpresas que hasta el tnonento han
efecfuado operaciones legítiDas penef¡aDdo sectores enteros de nuestra econonÍa,
creando una concentración de poder que pone en pelig¡o sectores económicos,
políticos y gubernamentales, con serias irnplicaciones para la segu¡idad futura de la
Nación. Señalan que, histó¡ica¡nente po¡ su posición geográfica, la República de
Paramá ha sido ruta de tránsito y centro de comercio y servicios de ¡eleva¡rcia
internacio¡ral. Por 0llo, elr su vida lepublicana sc ha dcsanollado en Panamá una
importante econo¡nía de se¡vicios apoyada en instituciones y aotividades econóDticas y
fllancieras que sana y legítirnamente, han coltribuido y continúan contribuyendo
sig[ificativamente al crecimiento de la economía nacional.

Cabe nencionar que los pilares sobre los cuales descansa nuest¡a economía de

servicios -y así hacc¡r érrfasis- son: El sistema monetario que data de 1904, la Ley de
Sociedades A¡ró¡rimas de 1927, l^ Zona Libre de Colón establccida eÍ 1946 y el
sistema balcario que nace cn 1970. I-as circuDstancias señaladas hacen que Panamá
sea una víctima vulnerable, ya que representan una oportunidad atractiva para quie es

abusa¡rdo de las ventajas que las mismas ofiecen, las aprovechan para propósitos
ilícitos.

Así, pues, para ¡nejorar y proteger Ias institucioles sobres las quc descansa

rucstra economía de servicios, quc evidentemente no fuerolr cleadas pa¡a su

utilización en actividades ilícitas, es necesario arreciar la lucha co¡rtra el lavado de
dlDcro proveniente del narcotráfico, adoptando ¡nedidas eficieütes, silr perjudicar las
conlribuciones positivas para las cuales fucrolr c[eadas.

LOGROS Y SITUACIÓN ACTUAL,

Al hacer el análisis de estos logros, los Comisionados por el seño¡ Presidente
de la RepÍlblica, apuntan que Panamá, como país suscriptor de la Convención de ¡as
Naciones Unidas contra el Tráfico llícito de Estupefacientes y Susta¡rcias
Psicotrópicas de 1988, más conocida como CONVENCIÓN DE VIENA, rarificada
por la Asamblea bgislativa mediante l,cy No.20 de dicie¡nb¡e de 1993, se
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compro¡nctió a impulsar y cumpli¡ los postuladob establecidos en dicho iustrumento
multilateral.

CoD la aprobación de la l-ey No.13 de 27 de julio de 1994, retbrmatoria de la
l-ey No.23 de 30 de diciembre de 1986, pol la cual se refo¡man algunos artículos del
Código Pe¡al y del Código Judicial y se adoptan otras disposicioües cspecialcs sobre
delitos relacienados con drogas, se cumple elr gran medida coü dichos postulados, al
tipificar, co¡no delito, el lavado de dinero provenieDte del narcotráfico y sancionarlo
coll severas p€nas que imposibilitan las fianzas de exca¡celación. Con igual propósito,
se establecc en dicha Ley No.l3, el coniso de bienes relacionados con esta actividad
delictiva, la responsabilidad peDal de los funcionarios bancarios que autorizan o
permiten esta actividad; se reglamenta la ext¡adición en materia de delitos
relacionados con drogas y se crean nuevas Fiscalías Especiales de Drogas.

De igual manera, se impulsan los principios de dicha Convención, nrediante el
Decreto No.4l de 13 de febrero de 1990, por la cual se dictan medidas administrativas
para la prevcncióD y sanción de operaciones bancarias con fondos provenientes de
actividades ilícitas relacionadas con drogas y se otorgan facultades a la Comisión
Bancaria NacioDal para tal efecto. Por otra parte, con la aprobación d€ los Acuerdos
No.5-90 y No.l-91 se reglamenta la obligación de los Bancos de conocer a sus
clientes y registrar las transacciones en efectivo o mediante instrumento de pago
negociables.

En este sentido, nos permitimos observar el contenido del artículo tercero, del
Decreto No.4l de 13 de febrero, por el cual se dictan medidas admiDistrativas para
prevención y sanción de operaciones bancarias con fondos provenientes de actividades
jlícitas relacio¡adas con drogas y se otorgan facultatles a la Conisión Banceria
Nacional Dars lal e.fecto:

"ARTICULO TERCERO: La Comisión Bancaria
Nacional, a quien corrcsponde, de conformidad, con el
articulo 4 del Decreto de Gabin€te No.238 de 2 de julio
dc 1970, la función y facultad de velar por la solidez y
cficiencia del Sistema Bancario y por el fortalecimiento
de las condiciones propicias para el desarrollo dc
Panamá como Centro Financie¡o Internacional, queda

expresamente facultada pa¡a inspeccionar los documentos
y las transacaio¡gs a que se refie¡en los
Artícuh¡s antcriores y cualesquiera olros necesarios para

verificar el cumplimiento de lo dispuesto en este Dec¡eto
de Gabinete y sus disposiciores reglanenta¡ias. Queda
Ia Comisión expresamente facultada para adoptar las
medidas reglamentarias que aseguren el cumDlimiento de
las disposiciones consagradas en el presente Dec¡eto de

Gabinete. " (El subrayado es nuestro).

Ahora bien, el Decreto de Gabinete No.l0 de 9 de marzo de 1994, que exige a

cualquie¡ persoDa que ingresc al tenitorio nacional, llenar un formulario en que

declarc los dincros, docunrentos negociablcs y valores que traiga consigo y el I)ccreto



Eiecutivo No.468 de 19 de septiembre de 1994" mediante el cual se impone a los

Jioi".lonur"t del derecho qui actúan como Agentes Residentes. de sociedades

i"""."¡^, la obligación de identifica¡ a su cliente, son a su vez medidas tendientes a

iurnplir con la Convención de Viena.

Panamá realiza esfuerzos adicionales contra esta actividad criminal' mediante

la adhesión y ratificaciótr de recientes Tratados de Asistencia l-egal Mutua con el

neino Uni¿o, colombia, Canadá, Centroamérica y los Estados Unidos de América

Finalmente, señalan los altos Comisionados que, para desvirnrar el mito de

qu" f"* I"f"t de conficlencialidad bancaria de Panamá ofrecen un secreto bancario

atsoluto, ia legislación panameña permite a las autoridades acceso a i¡fbrmación

confidencial a i¡avés de los organisnos judiciales competentes cuando se presentan

ua,iul¿uO"t sospechosas. De igual forma' la confidencialidad del movimiento

.ó*"r"i¡ ¿" la zona Lib¡e de cólón, no inpenetmble, ya que la legislación vigente

nairoit" u lut autoridades judiciales competentes tener acceso a las mismas' a tmvés de

ia Administración de dicha entidad.

OBJETIVO GENDRAL.

Todos los miembros que integraron la Comisión Presidencial de Alto Nivel'

,a"oln"nduror't en general, [ue el Gobierno Nacional' en estricto apego a las

"¡fü""i"."t 
contraiclas al suscribir la Convención de Viena de 1988' tome las

medldas conducentes para el pleno cumplimiento de las 40 recomendaciones sobre

ni"áiOu, 
^niif*u¿o 

¿"iivadas ie dicha Cónvención, que tueron adopradas_ en mayo de

is-só,-p"i"r Grupo de Trabaio de Acción Financiera' creado por la Cunbre

Económica de 1989, conocido "o.tñ*Gl- 
tut 

'igtas 
en ingtés "FATÍ"" Si

¡l"o ponufn¿ ha puesto en práctica muchas de estas recomendaciones' otras no han

sido aún aprobadas. A continuación se detallan las políticas específicas y

complementarias necesa as para su total implementaaión

P OLÍTICAS ESPEC IFIC AS.

1.- Con miras a utilizar en fo¡ma p¡oductiva la

información que se recaba actualmen¡g a nivel de distintos

entes rcgulad;res de la actividad económica del país' se

recomieida la creación de una UNIDAD

ESPECIALIZADA, dotada con el equipo ' presupuesto y

personal capacitado, cuya función .prinoiPal 
sea Ia de

analizar y revisar los datos antes menaronaoos

Como funciones adicionales, la UNIDAD debe servir de

apovo a las autoridades judiciales y administrativas

.o*oa,an,"r, en lo referenle al andlisis de informac¡ón

relaÉionada con el delito de lavado de dinero produclo del

narcotráfico, at igual que debe recibir y analizar las

informaciones sobñ traniacciones sospechosas o inusuales



información que idcntifique las transacciones en efectivo
mayores de B/.10,000.00, a otras iDstituciones ñnancieras
y no iinancieras, tales como Casas de Cambio, Compañías

Financieras, COOPERATMS DFi AHORRO Y
CRÉDITOS, Empresas de Transferencia de Dinero,
Casinos Nacionales, Empresas cstablecidas en la Zona Libre
de ColóD y ot¡as que la Ley determine, reglameirtando su

reporte como un derecho y una obligación.
(El subruyado y la rcgrita son ruestros).

Reforzar y extend€r el rol de la Comisión

que sean Íeportadas a través de' los distintos entes

reguladores.

Se rccomieDda extender la obligación de recabar2.-

3.,

4., Promover a corto plazo,

Banca¡ia Nacional, como ente coordinado¡ para la
prevención y supe¡visión del lavado de dinero en el ámbito

de las actividades de intenn€diación financiera, para lo cual

se recomienda se le dote ds independencia económica y

administrativa, así co¡no de personal entrenado pa¡a

supervisar dichas actividadcs, especialmente en maleria

relacionada al delito de lavado de dinero producto del

na¡cotráfico.

instituciones llna¡¡ciet as. pot ntcrliu

cor¡espoüdiente, la i$ple¡netrtación de

para que las mismas dcbanr

a nivel de las
de la legislación

medidas Decesarias,

. identificar debidamente a sus clientes

. reportar a la Comisiól Balcaria Nacional, transacciones

sospechosas o inusuales libelando de responsabilidad legal a

quienes reporten de buena fc.
. mantener en tbnna confidencial Ia información sobre las

tralsacciones sospechosas e inusuales reportadas,

prohibiendo al personal de estas insfituciones ale¡tar a los

clienles de los cuales sc rePortan transacciones

. mantene¡ por un período mínirno de cinco (5) años la

irformación referente a las operaciones de sus clientes.

. regist¡ar en una bitácora todas las transfercncias internacionales

locales sujetas a revisión por la Comisión Bancaria Nacional.

Se debe dotar al Ministerio Público del

Presupuesto ¡ecesario para;

. hacer de las Fiscalías y Secretarías Provinciales de Droga

entes operativos y especializados.



. c¡eaL en la Policía Técnica Jüdicial una divisió¡r
especializada, dotada del equipo y entrenamiento
necesario para desaffolla¡ un programa de fonnación y
especializació[ de funciona¡ios policiales en

irvestigaciones ¡elacio¡radas con el delito de lavado de

dinero producto del narcot¡áñco. "

En igual forma, pa¡a hace¡ nrás efectiva la labor del
Ministerio Público, se recomienda dar la prioridad política
neaesaria para la pronta aprobación del Proyecto de Ley
No.13 que se encuentra actualnlellte en la Comisión de

Gobierno de la Asarnblea bgislativa."

Así tenemos que, nediante Acta calendada 25 de octubrc de 1995, es sometido

a Primer Debatc, el Prolecto de Let No- 6, "Por la cual se reforma el Decreto de

Gabinete 41 de 13 de febrero de 1990, y se adoptan ot¡as medidas pala la Prevcnción
ilc Lavado de Dinero Producto del Narcotráfico". A foja 16, el Presidente de la
Comisión de Conhol y Erradicación de la Droga y el Narcotráfico, anuncia que el

Proyecto de l-ey ha sido aprobado, con sus respectivas modificaciones.

PoÍ su parte, mediante Acta de ló de noviembre de 1995, el Pleno de la
Asamblea Legislafiva, aprobó el Proyecto de Ley No. 6, convirtiéndolo en I-€y de la

Ilepública.

De importancia resultan ser las palabms que di¡igió el Doctor Gabriel Castro
al Pleno dc la Asamblea Legislativa, i¡mediatamente fue aprobada la Dueva lfy de Ia

Ilepública y que nos permitimos cilarl

"Ante todo, quiero darles las gracias en nombre del país y

en el nombre de la comisión de alto nivel contra el lavado
de dinero, porque ustedes en este momento, como señaló el

hono¡able víctor Méndez Fábrega, han creado un
instrunento de oaz, k han dicho al mundo que Panamd no
va a aceptsr ser un ssntusrio pa!!__-4!!!9uS[!!!]!9t
Adicionalmente, ustedes han dado el paso más importaDte,
porquc la captura de un cargamento de cocaína, por

ejemplo, les molesta mucho a los mrcotrahcantes, pero Ia
captum de diez, quince, veinte millones de dólares, es

verdaderamente donde se les hace el daño, porque ya habían

vendido esa droga.
A ustedes nuevamente les digo, han logrado poner a Pa¡arná

en la vanguardia de los países latinoamericanos y .iunto con

los países desarrollados. En Europa y en Norteamérica,

somos los únicos Daíses que üenen esq LeJ como Le! de ls
R€púr¡r'cc donde se establece una serie de cont¡oles
necesarios para erradicar el lavado de dine¡o. Nada más
quiero agradecer en nomb¡e de la Comisión y de la
aoordinación que lracemos y nuevamente los felicito por

este Daso".



(El subrayado y negritas son nuestro). '

Hemos visto, con sumo detenimiento el procedimiento, el cuidado y control,
con que este instrumento jurídico se convirtió en l,ey de la República. En este
sentido, plasmadas han quedado las circunstancias, necesidades y obligaciones que han
hecho necesario que el Gobierno Naaional, dote debidamente de ciert;s facultades a la
Comisión Bancaria Nacional para efectiar controles antilavado de dingro; facultades
estas que se encuent¡an contenidas en los artículos I y 2 del Decreto de Gabinete
No.4l de 13 de feb¡ero de 1990, por el cual se dictan medidas administrativas Dara la
prevención y sanción de operaciones bancarias con fondos provenientes de acti;idades
ilícitas relacionadas con drogas y se otorgan facultades a la Comisión Bancaria
Nacional pa¡a tal efecto. Veamos:

"ARTICULO PRIMERO: Los Bancos esrablecidos en
Panamá se encuentran obligados a mantener eD sus
operaciones la diligencia y cuidado tecesarios (sic) para
impedir que dichas operaciones se lleven a cabo sobre
fondos provenientes de actividades ilícitas relacionadas
con drogas, bien sea para ocultar Ia procedcncia ilíciia de
dichos fondos o bien para asegurar su aprovechamiento
po. cualquier persona. Para ello todo banco debe¡á:

l ldentificar adecuadamente a sus clientes. para tales
efectos deberán requerir de sus clientes recomendaciones
o ¡eferencias, declaraciones de los apoderados.
identificación de dignararios, ¡lirectores y repie""nlantes
de sociedades, así como certificaciones de ripor de las
autoridadcs correspondientes sobre la insciipció¡t v
funcionamiento de tales sociedades.
2. Rendir declaración y/o requerir de sus clienfes o
apoderados o representantes las declaraciones que fueren
necesarias para los fines del presente Decreto de
Cabinete y de la reglamentación dispuesta para su
aplicación, particularmente para:

a) Depósitos o retiros de dinero e¡ efectivo Dor un monto
superior a DIEZ MIL BALBOAS (B/. t0.00ó.00).
b) Cambio de billetes cheques, (de cerencia, de Viajero
u otros), órdenes de pagos o giros, de denominaciones
por otros de denominaciones altas, o viceversa, por un
monto superior a DIEZ MIL BALBOAS (8./10,000.00).
Estas medidas se extienden a:
a) Transacciones sucesivas en fechas cercanas, que,
aunque inferiores a DIEZ MIL BALBOAS
(B/. 10,000.00) individualmente consideradas, sumen en
total más de DtEz MIL BALBOAS (8./10,000.00).
b) Cheques (de Gerencia, de viajeros u otros) y órdenes
de pago librados al portador, con endoso en blanco y
expedidos etr una misma fecha o en fechas cc¡canas y/o



por un mismo lib¡ador o por librádoles dc la nisma
plarza.

AIiTICULO SEGUNDO: Sin perjuicio de tas nedidas
prcvista$ en bs Altículos 67 y 83 del l)ecreto de
cabioere No.283 de 1970, el incu¡Iplimie ¡rto dc las
disposiciones a que sc refiore este Decreto de Gabincte o
de las dictadas para su aplicación , serán sancioDadas por
solo estc hecho con ¡nultas de I]./100,000.00 a
B./1,000,000,00 quc inpondrá la Co¡nisió¡r Ba caria
Nacional.
Para los efectos exclusivos del D¡escnte l)ecreto de
Grrbinetr y dc la regl¿rnenractdn ,lirpu.rta paro 

",,aplicacióD, los actos y co|ductas del personal directivo,
dignatalio, ejccutivo o de operaciones de un Banco son
iDputables al llanco como persona jurídica.
Por su parte, las persolras Daturalcs autoras de tales actos
quedan sujetas a las respo¡lsabilidades civiles y penales
elr los mismos té¡mi¡ros previsfos en ia Ley"

Esta Procuraduría es del crite¡io jurídico que la interpretación del artículo 3 del
Decrcto dc Gabinete No.4l de 13 de febrero de 1990 se fundamenta e¡r los nras sanos
principios sociales y políticos, para crradicar y advertir sobre el pehgro quc
reprcserta pa¡a la República de Panamá y para su intcgridad nacional, la posibilidad
de que a través de los mecanismos utilizados para el lavado de dinet.o, se penetrcn
scctores enteros de la economia nacional produciendo una concent¡.acón de pocler con
serias implicacio¡es para la seguridad de la Nación.

Eu consecuencia, este Despacho p¡ohíja el critcrio jurídico exprcsado por los
Ascsores lJgales de Ia Comisión Ba¡rcalia Nacional.

En cstos térmi¡ros, esperaDros haber atendido dcbidaürente su solicilud.

I)L ustcd. con tuLla col|sidcración y aprcuio.

DR. JOSÉ JUA}I CEBALLOS IIIJO
Procurador de la Adnri¡listración

(Suplente)

JJCI l/ l4lau


